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León, Guanajuato, a 20 veinte de febrero del año 2013, dos mil trece. . . . . . .  
V I S T O para resolver el expediente número 275/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano JOSÉ REFUGIO MUÑOZ LOZA, en contra de la entonces TESORERA MUNICIPAL, del DIRECTOR DE EJECUCIÓN y del  NOTIFICADOR HIPÓLITO CANALES ROMAN, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 206-A párrafo  segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse actos imputados, entre otras autoridades Municipales, a la entonces Tesorera Municipal, al Director de Ejecución y al notificador …, todos de León, Guanajuato . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Que realizando un análisis integral de la demanda y del escrito de ampliación de la demanda, como un todo, se concluye que la parte actora impugna el avalúo de fecha 1° primero de junio del año 2011 dos mil once, del predio ubicado en …, de ésta ciudad, registrado bajo la cuenta predial número …; el oficio folio número …, del día 15 quince del mismo mes y año, el oficio …, de fecha 16 dieciséis de abril del 2012, dos mil doce,  a través del cual se determina el crédito fiscal; y, la existencia de los acto impugnados se encuentra acreditada en autos con las copias certificadas de los referidos documentos que exhibió la entonces Tesorera Municipal y forman parte del sumario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades demandadas en los escritos de contestación de la demanda y de contestación a la ampliación de demanda, oponen las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de acción y carencia de derecho para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar los actos fiscales señalados en el considerando que antecede, toda vez que se encuentran dirigido hacia su persona y como destinataria de los actos impugnados esta en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los  actos fiscales combatidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De igual manera, oponen la excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el Juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, tal y como sucedió en este caso,  pues  de no  hacerlo así, se hubiese incurrido en una 
violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, se procede al estudio de la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que la Tesorera Municipal, el Director de Ejecución y el Supervisor Manuel Domínguez, expresan que el actor consintió tácitamente el avalúo combatido; al respecto y por su parte, el actor en la ampliación de la demanda expresa que de acuerdo al artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, los resultados del avalúo y la determinación del crédito fiscal deben notificarse de manera personal y es necesario que de cualquier notificación o cita, se levante acta circunstanciada por escrito, el notificador nunca levantó dicha acta, por lo cual el acto impugnado nunca se le notificó de acuerdo a la ley, siendo que no se siguieron las formalidades de las notificaciones personales, que respecto del citatorio tampoco fue realizada acta circunstanciada, por lo cual la notificación de los resultados del avalúo no se encuentra realizada conforme a la citada Ley de de Hacienda; y por su parte, las referidas autoridades fiscales en la contestación de la ampliación de la demanda expresan que el actor consintió tácitamente el avalúo combatido, en virtud de que fue practicado el 08 cho de diciembre del año 2010 dos mil diez, excediéndose en demasía el término que le confiere la ley de la materia para inconformarse con el acto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en merito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En efecto, de acuerdo la estipulado por el artículo 79 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, la notificación de los resultados del avalúo, es de carácter personal y artículo 81 de la misma Ley, contempla la forma que deben adoptar las notificaciones personales y este último numeral dispone:  “Cuando la notificación se efectúe personalmente, se entenderá con la persona que deba ser notificada o su representante legal, a falta de ambos el notificador, cerciorado de ser el domicilio designado o establecido por la Ley para efectos fiscales dejará citatorio con cualquier persona que se encuentre en el domicilio, para que se le espere a una hora fija del día siguiente. Si la persona citada o su representante legal no atendieran el citatorio, se practicará la diligencia con quien se encuentre en el domicilio o en su defecto con su vecino. En el momento de la notificación se entregará al notificado o a la persona con quien se entenderá la diligencia, copia del documento a que se refiere la notificación. De las diligencias en que conste la notificación o cita, el notificador levantará acta circunstanciada, por escrito.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme al citado artículo 81, la notificación personal del acto fiscal se practicará de la siguiente manera: a).- Se entenderá directamente con el destinatario del acto fiscal o con su representante legal; b).- Cuando no se encuentre el destinatario o su representante, el notificador previo cercioramiento de ser el domicilio designado o el legal para efectos fiscales, dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio, para que lo espere a una hora fija del día siguiente; c).- Cuando la persona citada o su representante no atendieran el citatorio, se practicará la diligencia con la persona que se encuentre en el domicilio o en su defecto con el vecino más próximo; d).- Al notificado o a la persona con quien se entienda la diligencia respectiva, se le entregará copia del documento a que se refiere la notificación; y, e).- El notificador levantará por escrito un acta circunstanciada en la que haga constar la diligencia de la notificación, o bien, de la cita. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, analizando las constancias que aportó al sumario la entonces Tesorera Municipal, que consisten en el citatorio de fecha 7 siete de julio del año 2011 dos mil once y del oficio folio número …, de fecha 15 quince de junio del mismo año, en la parte superior izquierda, se advierte que bajo la tesitura de lo expuesto en el párrafo que antecede, no se agotaron las formalidades contempladas en el pluricitado artículo 81, en razón de que del referido citatorio se desprende que en el momento de realizar la primer búsqueda, el justiciable no se encontraba en el domicilio, por lo que el notificador procedió a dejar la cita respectiva, pero es el caso, que omitió levantar el acta circunstanciada relativa a la diligencia de la cita, por tanto, resulta evidente que el notificador también omitió el cercioramiento de ser el domicilio designado del justiciable; y, de igual manera, analizando la parte referente a la notificación que figura en la parte inferior izquierda del oficio identificado con el folio número …, se concluye que también se omitió levantar el acta pormenorizada; circunstancias que ponen de relieve que la notificación del avalúo y la de sus resultados, no se practicó con apego a derecho, de esta manera, dicha notificación resulta ilegal, por tal motivo subsiste la manifestación vertida en el sentido de que el día 1° primero de junio del año 2012,   el impetrante conoció los actos impugnados y no los consintió tácitamente, por ene, en la especie no se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y la demanda que nos ocupa, esta presentado dentro del término legal. . . . . . .  . . . . . . . 
Por otra parte, de las  constancias que integran  esta  causa se advierte que no se actualiza ningún otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.-  Que  en  el  capítulo de  hechos del  escrito  inicial  de  demanda 

el actor niega lisa y llanamente la existencia y que haya tenido conocimiento de avaluó alguno, notificado y realizado conforme a la legislación de la materia que pudiese haber cambiado el valor fiscal; sigue manifestando en el segundo concepto de impugnación en lo toral que para que la determinación mediante avaluó del impuesto predial hubiese sido realizada conforme a derecho, se debieron haber seguido una serie de requisitos, mismos que nunca fueron cumplimentados por las autoridades al haber fijado la base del impuesto predial de manera arbitraria: A) Uno de estos contempla el artículo 176 de la misma Ley, el cual señala: “La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.” Situación que nunca se cumplió en este caso y que le causa agravio, toda vez que no se apegó a las formalidades establecidas por este artículo, en razón de que no existe constancia de avalúo alguno, ni orden escrita por parte de la Tesorería Municipal y mucho menos de  haberse mostrado orden de valuación a los ocupantes del inmueble, en la que se ordenará la práctica del avalúo, afectando su interés jurídico; B).- La segunda parte del citado artículo 176, establece: “Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes.”, lo transcrito establece la obligación de notificar los resultados del avalúo y dicha formalidad en ningún momento fue cumplida por los demandados; C).- La autoridad demandada no cumplimenta lo dispuesto en la citada Ley de Hacienda, la cual establece en su artículo 177, “En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los  peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a los ocupantes la orden respectiva.”, formalidad que nunca se respetó, ya que no se realizó dicho avalúo conforme a derecho. En el escrito de ampliación de la demanda en lo toral aduce que la orden de valuación que obra en autos, no corresponde al avalúo anexo, ya que este fue realizado por Manuel Domínguez y no como lo ordenó la Tesorería Municipal por Jesús Mtz. A., por lo cual dicha orden de valuación no tiene ningún efecto como mandamiento u orden escrita para la elaboración del avalúo ordenado por la Tesorería Municipal, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 79 y 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; igualmente dicha orden suscrita por el Tesorero Municipal no fue notificada ni mostrada a los ocupantes del inmueble, lo anterior se desprende de la documental descrita, ya que en el formato en el cual debía de ponerse quien la recibió dicho campo esta en blanco. Por su parte, la entonces Tesorera Municipal en la contestación de la demanda respecto al segundo concepto de impugnación arguye que es improcedente, ya que contrario a lo manifestado por el actor para llegar a la determinación del la modificación del valor fiscal del inmueble, se llevó a cabo el procedimiento contemplado en la citada Ley de Hacienda, lo que acredita con la documental que anexa; y, en la contestación a la ampliación de la demanda expresa en lo toral que son improcedentes los razonamientos realizados por la parte actora, en virtud de que se cumplió con los requisitos contemplados en el artículo 176 de la Ley de Hacienda, con la formalidad de dictar la orden de valuación y le fueron notificados los resultados del avalúo; que se llevó a cabo el procedimiento establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, para la práctica de del avalúo, que no se causa agravio al actor, porque existe la orden de valuación, se llevó a cabo la visita de campo, en la que se le dio intervención al actor y se emitió el avalúo para determinar el nuevo valor fiscal del predio que refiere el actor. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que los artículos 176 y 177 de la Ley de  Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, establecen las formalidades para la práctica de avalúos y dichos numerales constriñen al Tesorero Municipal, de manera previa, a valuar un inmueble, a cumplir con los pasos formales siguientes: 1.- Emitir una orden escrita debidamente fundada y motivada; 2.- Designar en dicha orden al perito o peritos para la práctica del avalúo; 3.- Emitir la notificación de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Conceder un plazo de 30 treinta días, al contribuyente para que formule aclaraciones; 5.- Valuar por separado el terreno y las construcciones; 6.- Elaborar el avalúo en las formas oficiales correspondientes; 7.- Aplicar valores unitarios del suelo y de las construcciones conforme lo establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; 8.- La visita física del perito en hora y día hábiles al inmueble objeto de la  valuación; y, 9.- Mostrar la orden de valuación respectiva a los ocupantes del inmueble materia de la visita. . . . . . . . . . . . 

Bajo la tesitura de lo expuesto, a la Tesorera Municipal no le asiste la razón, toda vez que si bien es cierto que en el caso que se resuelve, existe una orden de valuación, pero también lo es, que no se respetaron algunas de las formalidades esenciales del procedimiento de valuación del inmueble ubicado en …, de esta ciudad, como lo son la notificación formal de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; la práctica de la visita física al inmueble objeto de la valuación, por parte del perito; y, que el perito autorizado haya mostrado a los ocupantes del inmueble la orden escrita de valuación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior es así, entre otras razones, por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el particular cabe precisar que el actor expresa en la demanda que no existe la orden de valuación escrita emitida por la entonces Tesorera Municipal de León, Guanajuato y esta autoridad para demostrar la existencia de dicha orden y desvirtuar esa negativa en su contestación de demanda exhibió la orden de valuación folio número …, de fecha 13 trece de junio del año 2011, dos mil once, suscrita por el Licenciado Antonio Obregón Torres, en su carácter de Tesorero Municipal en funciones de ese momento, por ende, con esta documental se acreditó la existencia de la orden de valuación exigida por el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; documental pública que de acuerdo a lo estipulado por los artículos 117 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, merece pleno valor probatorio, en razón de que se encuentra expedido por un servidor público Municipal dentro de los límites de su competencia y en legal ejercicio de sus funciones. De igual manera, el impetrante expresa que nunca se respetó la formalidad de que el perito se haya presentado en hora y día hábiles en el inmueble objeto de la valuación, ni la de haber mostrado la orden escrita en la que se ordena la práctica del avalúo y es el caso que la entonces Tesorera Municipal, en autos de esta causa fiscal, no demostró con medio convictivo alguno, el hecho de que, previamente al avalúo impugnado, el perito autorizado haya practicado la visita física al inmueble que nos ocupa, ni tampoco justifica que a la parte actora se le haya dado a conocer la orden de valuación respectiva, en virtud de que omitió exhibir al sumario el acta circunstanciada relativa a la visita practicada al inmueble materia de la valuación. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

De esta manera, cabe precisar que resulta evidente que si existe la orden de valuación folio número …, de fecha 13 trece de junio del año 2011, dos mil once, la cual consta glosada en el sumario, pero como acto administrativo no surtió sus consecuencias jurídicas, dado que estas empiezan hasta el momento en que dicho mandamiento se da a conocer con apego a derecho, de donde resulta, que para efectos del caso que se resuelve, la multireferida orden de valuación tiene la presunción de legalidad, pero no es un acto eficaz, porque formalmente no fue mostrada al justiciable, siendo claro que al momento de la presentación de la demanda todavía no conocía dicho mandamiento, pues según se advierte de las constancias que obran en autos del presente proceso, la justiciable conoció de la existencia de la orden de valuación que nos ocupa, hasta cuando se le notificó el acuerdo dictado en esta causa el día 11 once de octubre del año 2012, dos mil doce, en el cual se advierte, que dicha orden de valuación se le admitió como documental pública a la entonces Tesorera Municipal; en consecuencia, en la especie no se encuentran acreditadas las exigencias que contempla el primer párrafo del artículo 177 de la pluricitada Ley de Hacienda, en el sentido  de practicar una  visita física al  inmueble y de  mostrar a los  ocupantes del mismo la orden de valuación respectiva. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, la parte actora también expresa que se incumplió con la formalidad de notificar los resultados del avalúo, siendo el caso que la Tesorera Municipal exhibió las respectivas constancias de la cita y de la notificación, practicadas por el notificador para darle a conocer a la justiciable los resultados del avalúo, sin embargo es el caso que no se practicaron con apego a derecho, porque no existen las actas circunstanciadas levantadas por escrito, relativas a la cita y a la notificación del acto fiscal, omisiones que traen como consecuencia que la notificación de los resultados del avalúo sea  ilegal, por consiguiente, no se justifica la afirmación vertida por las autoridades demandadas en el sentido de que fueron notificados los resultados del avalúo, por ende, no se encuentran acreditadas las exigencias que establece el segundo párrafo del artículo 176 de la aludida Ley de Hacienda, en este sentido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, no se omite mencionar que efectivamente en la orden de valuación que nos ocupa, se autorizó al ciudadano Jesús Martínez A., para practicar el avalúo y para realizar la verificación o visita física al inmueble materia de la valuación; pero, es el caso que el avalúo de fecha 1° primero de junio del año 2011, dos mil once, aportado por la autoridad y que forma parte del presente expediente, se encuentra suscrito entre otras autoridades, por el perito valuador que responde al nombre de Manuel Domínguez, por tanto, formalmente la persona autorizada para practicar la visita física al inmueble objeto de valuación y el perito que elaboró el avalúo no son la misma persona, lo origina un vicio de ilegalidad. . . . 
En ese tenor, la visita física al inmueble materia de la valuación -en la que se da a conocer la orden respectiva- y la notificación de los resultados del avalúo, constituyen formalidades previstas en los artículos 176 y 177 de la citada Ley de Hacienda y como actos previos a la emisión del avalúo que fija el valor fiscal del inmueble que nos ocupa y al no existir estos actos, el avalúo impugnado resulta ilegal, ya que como acto fiscal no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para concluir que los actos emitidos por las autoridades fiscales quedan incluidos en los actos administrativos; de esta forma, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, el Tesorero Municipal al emitir el avalúo para actualizar el valor fiscal del predio que nos ocupa, esta constreñido a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, formalidades que en la especie, se incumplieron por parte del entonces Tesorero Municipal, al haber permitido la omisión de llevar a cabo la diligencia de la visita física al inmueble en la que el perito autorizado debió dar a conocer al justiciable la orden de valuación y al notificar los resultados del avalúo de manera ilegal; resulta entonces que el avalúo impugnado se practicó, sin agotar previamente las formalidades del procedimiento de valuación, vicio que origina la ilegalidad del avalúo impugnado que fija el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, en la cantidad de …. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En ese sentido, el avaluó impugnado que modifica el valor fiscal del referido inmueble, afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica. Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por ende, es el caso que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, es de decretarse la nulidad lisa y llana del avalúo fiscal, de fecha 1° primero de junio del año 2011, dos mil once, a través del cual se fija el valor fiscal de …), del predio ubicado en …, de ésta ciudad, registrado bajo la cuenta predial número 01…; y, de todos aquellos actos fiscales emitidos a consecuencia del avalúo, dentro de los que se encuentra el oficio folio número …, del día 15 quince de junio del año 2011, dos mil once, mediante el cual se notifican los resultados del avalúo, suscrito por el entonces Tesorero Municipal, Licenciado Antonio Obregón Torres; y, el oficio …, de fecha 16 dieciséis de abril del 2012, dos mil doce, a través del cual se determina el crédito fiscal por la cantidad de …, suscrito por la entonces Tesorera Municipal, Licenciada Alejandra Gutiérrez Campos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, en aras de proteger y garantizar los derechos humanos de la parte actora frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de modo que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica al justiciable y ante la declaración de nulidad de los actos impugnados; y, además, estimando que de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la declaración de nulidad del avalúo fiscal impugnado, produce efectos retroactivos, esto es, devuelve las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos violados con la emisión del acto impugnado; en ese sentido, se reconoce al justiciable el derecho amparado por el párrafo tercero del artículo 168, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el que consiste, que en tanto se practica el nuevo avalúo que actualizará el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, la base del impuesto predial seguirá siendo el valor fiscal fijado en el avalúo anterior, por tanto, al declararse la nulidad del avalúo impugnado, conforme a este numeral, lo apegado a derecho es que se determine y liquide la referida contribución tomando como base del impuesto predial el último valor fiscal registrado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación esgrimida en los conceptos de impugnación analizados en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en el capítulo respectivo de la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y V, y, 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver este proceso. . . . . . . .  . . . . . . . . .  

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del avalúo fiscal de fecha de fecha 1° primero de junio del año 2011, dos mil once, a través del cual se fija el valor fiscal …, del predio ubicado en …, de ésta ciudad, registrado bajo la cuenta predial número …; y, de todos aquellos actos fiscales emitidos a consecuencia del avalúo, dentro de los que se encuentra el oficio folio número …, del día 15 quince de junio del año 2011, dos mil once, mediante el cual se notifican los resultados del avalúo, suscrito por el entonces Tesorero Municipal, Licenciado Antonio Obregón Torres; y, el oficio …, de fecha 16 dieciséis de abril del 2012, dos mil doce, a través del cual se determina el crédito fiscal por la cantidad de …, suscrito por la entonces Tesorera Municipal, Licenciada Alejandra Gutiérrez Campos; Lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se reconoce a la parte actora el derecho contemplado en el artículo 168, párrafos segundo y tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, para que el Tesorero Municipal Determine y liquide el impuesto predial, tomando como base de dicha contribución el último valor fiscal registrado, en tanto se emite el nuevo valor fiscal. . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actor personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 6 seis tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
